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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

       SALA DE DECISIÓN CIVIL- FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, julio treinta y uno de dos mil nueve
Expediente 66001-22-13-004-2009-00073-00
Acta N° 354 de julio 31 de 2009
Procede la Sala a decidir la acción de tutela que Carlos Albeiro Toro ha instaurado frente a los Juzgados Tercero Civil del Circuito y Octavo Civil Municipal, ambos de Pereira, a la que fue vinculada la señora Adiela Jiménez Estrada.
ANTECEDENTES
A nombre propio, Carlos Albeiro Toro demandó la protección de sus derechos fundamentales al debido proceso y a la defensa, que estima vulnerados por los Juzgados Octavo Civil Municipal y Tercero Civil del Circuito de Pereira, porque ambos incurrieron en sendas vías de hecho al desatar las respectivas instancias en el proceso de restitución de inmueble arrendado que adelantó contra Adiela Jiménez Estrada, por la indebida interpretación y aplicación de los artículos “17, 22…” de la Ley 820 de 2003. 
Para arribar a esa conclusión explicó que demandó a Jiménez Estrada para la restitución de un inmueble por las causales de subarriendo parcial y cambio de destinación del bien, de acuerdo con los términos del contrato celebrado; la demandada confesó en su respuesta que alquilaba el inmueble por días y realizaba eventos sociales en el mismo e interpuso las excepciones que denominó modificación del contrato por mutuo acuerdo y contrato no cumplido; de ellas se le dio traslado y se opuso a que se declararan probadas porque no eran ciertos los hechos en que se fundaban; la demandada solicitó una inspección judicial a la finca objeto del proceso que sólo tuvo como finalidad dilatarlo; por su lado, se recepcionaron unos testimonios que daban crédito a sus afirmaciones, como lo reconoció el Juez Octavo Civil Municipal en la sentencia.
Siguió su relato resaltando apartes de la sentencia emitida en primera instancia y los cuestionamientos que a su intervención como arrendador le hizo el juez, así como a la aplicación de la Ley 820 de 2003, porque se trata de un predio rústico, a la fecha del contrato por cuanto se le extravió la hoja de las autenticaciones de firmas, lo que no fue discutido por la demandada, a las mejoras realizadas por la señora Jiménez Estrada, hecho que no es cierto y que tampoco fue alegado por ella, al cambio de destinación que se le dio al inmueble y al hecho de que al propietario en varias oportunidades solicitara el servicio que allí se prestaba, lo que no es cierto porque sólo se le pidió que le permitiera a una amiga del propietario que venía del exterior ir a la finca, que a la postre no fue.
Agregó que el juez no tuvo en cuenta que la finca se alquiló para la vivienda de la arrendataria y su familia y en cambio sí justificó permanentemente el hecho de que ella cambiara la destinación y subarrendara el inmueble, lo que no fue consentido ni por él ni por el propietario, sólo que se le tendió una trampa en una ocasión en la que le ayudó en sus actividades y lo fotografió para luego valerse de esa prueba; que en su sentencia se refirió a que la restitución derivaba de cuestiones de orden personal, pero ello no fue así, pues se trataba de desacuerdos entre el arrendador y la arrendataria en desarrollo del contrato; que las pruebas practicadas en el proceso dieron cuenta de que a pesar de la prohibición para mejorar el inmueble la demandada construyó un kiosco para desarrollar algunas actividades comerciales, además subarrendó por días el inmueble así se le quiera dar a ello un nombre diferente; que la afirmación del juez acerca de que la manifestación de voluntad de las partes permitió que la arrendataria diera una destinación diversa al inmueble contraviene el mandato de la Ley 820 de 2003 sobre la autorización expresa para subarrendar y cambiar la destinación del bien arrendado.
En lo que al Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira se refiere, señaló que sus conclusiones constituyen actuaciones arbitrarias e irracionales porque incurrió en un error manifiesto en la interpretación y aplicación de la ley; dijo que los jueces incurren en vías de hecho cuando dan por probadas situaciones fácticas sin estar acreditadas en el proceso e ignoran las que están debidamente comprobadas y que ha quedado con la incertidumbre de saber si a su contrato se le aplican las reglas de la Ley 820 de 2003 o las del contrato de arrendamiento comercial; tampoco sabe si tiene que continuar toda la vida permitiendo que la arrendataria le de la destinación y subarriende el inmueble como lo viene haciendo a pesar de la claridad del contrato que lo prohíbe.
Terminó diciendo que es un humilde trabajador que gana el salario mínimo y que arrendó la propiedad siguiendo las instrucciones de su empleador incluyendo las prohibiciones mencionadas. Además, trajo a colación extractos de algunas providencias de la Corte Constitucional que estima aplicables a este caso concreto.
Pidió, en consecuencia, que se ordene a los jueces accionados fallar de acuerdo con la normatividad existente de acuerdo con la prueba aportada y practicada, y que anulen las providencias que dictaron en el proceso.
  Se dispuso el trámite pertinente con la vinculación de Adiela Gómez Estrada quien en tiempo se pronunció en el sentido de que en el proceso de restitución se conservaron todas las garantías de las partes, tanto que el demandante pudo interponer recurso de apelación; mencionó que la acción de tutela no tiene cabida cuando existen otras alternativas judiciales de defensa, como lo sostuvo el Consejo de Estado en una providencia que transcribe.
Se practicó inspección judicial al proceso y se obtuvieron las copias que reposan en el cuaderno 2. Ahora es oportuno resolver, previas las siguientes
CONSIDERACIONES

En ejercicio de la acción que prevé el artículo 86 de la Constitución Nacional, y con el fin de que se le protejan sus derechos fundamentales al debido proceso y a la defensa, Carlos Albeiro Toro demandó a los Juzgados Octavo Civil Municipal y Tercero Civil del Circuito, ambos de Pereira,  porque estima que estos se los han vulnerado con la emisión de los fallos de primera y segunda instancia calendados a febrero 2 y mayo 19 del presente año, en su orden, dentro del proceso de restitución de inmueble arrendado que inició contra Adiela Jiménez Estrada, persona vinculada a este trámite.
Desde 1992, cuando con la sentencia C-543 se declaró la inexequibilidad de algunas normas del Decreto 2591 de 1991, viene haciendo carrera, que las providencias judiciales son pasibles de este excepcional mecanismo siempre que en ellas se incurra en una vía de hecho, que hoy ha hecho tránsito a lo que se conoce como causales especiales de procedibilidad de la acción de tutela sobre las que la Corte Constitucional ha dicho que:

“…todo pronunciamiento de fondo por parte del juez de tutela respecto de la eventual afectación de los derechos fundamentales con ocasión de la actividad jurisdiccional (afectación de derechos fundamentales por providencias judiciales) es constitucionalmente admisible, solamente, cuando el juez haya determinado de manera previa la configuración de una de las causales de procedibilidad; es decir, una vez haya constatado la existencia de alguno de los seis eventos suficientemente reconocidos por la jurisprudencia:  (i) defecto sustantivo, orgánico o procedimental;  (ii) defecto fáctico; (iii) error inducido; (iv) decisión sin motivación, (v) desconocimiento del precedente y (vi) violación directa de la Constitución”.

Eventos que ha definido así 
:

“i) Defecto sustantivo, orgánico o procedimental: La acción de tutela procede, cuando puede probarse que una decisión judicial desconoce normas de rango legal, ya sea por aplicación indebida, error grave en su interpretación, desconocimiento de sentencias con efectos erga omnes, o cuando se actúa por fuera del procedimiento establecido
. 

ii) Defecto fáctico:  Cuando en el curso de un proceso se omite la práctica o decreto de pruebas o estas no son valoradas debidamente, con lo cual variaría drásticamente el sentido del fallo proferido
.

iii) Error inducido o por consecuencia: En la cual, si bien el defecto no es atribuible al funcionario judicial, este actuó equivocadamente como consecuencia de la actividad inconstitucional de un órgano estatal generalmente vinculado a la estructura de la administración de justicia
. 

iv) Decisión sin motivación:   Cuando la autoridad judicial profiere su decisión sin sustento argumentativo o los motivos para dictar la sentencia no son relevantes en el caso concreto, de suerte que puede predicarse que la decisión no tiene fundamentos jurídicos o fácticos
.

(v) Desconocimiento del precedente:  En aquellos casos en los cuales la autoridad judicial se aparta de los precedentes jurisprudenciales, sin ofrecer un mínimo razonable de argumentación, de forma tal que la decisión tomada variaría, si hubiera atendido a la jurisprudencia
. 

(vi) Vulneración directa de la Constitución: Cuando una decisión judicial desconoce el contenido de los derechos fundamentales de alguna de las partes, realiza interpretaciones inconstitucionales o no utiliza la excepción de inconstitucionalidad ante vulneraciones protuberantes de la Carta, siempre y cuando haya sido presentada solicitud expresa al respecto
”.

Lo que plantea el actor es que los jueces accionados no valoraron las pruebas aportadas, ni las interpretaron en su justo alcance para ver que la demandada incurrió en las causales que había invocado en el proceso de restitución para obtener la entrega del bien inmueble arrendado y con ello lesionaron sus derechos. Es decir, que se trata en este caso de plantear una vía de hecho por defecto fáctico, según el derrotero que acaba de transcribirse.
No obstante, lo que evidencia la Sala es que su protesta va dirigida frente a la interpretación que los jueces le dieron, en las respectivas instancias, a la cuestión fáctica propuesta en dicho proceso, porque insiste en que debió aplicarse la Ley 820 de 2003, esto es, la que contiene las reglas del arrendamiento de vivienda urbana, mientras que los funcionarios, ambos, por tratarse de un predio rural sin destinación agrícola, consideraron que la ley que rige el contrato de arrendamiento es el Código Civil. Además, sostiene el accionante que con las pruebas aportadas estaba clara la configuración de las causales aducidas, al paso que los jueces estimaron, en el caso del civil municipal, que a pesar del cambio de destinación que la demandada en el proceso de restitución pudo darle al inmueble, él fue consentido tácitamente por el arrendador, lo que explica con suficiencia en sus consideraciones, y en el del juez civil del circuito, que para el caso analizado el inmueble sigue bajo el poder de la demandada, es decir, que no ha cedido el contrato de arrendamiento, ni ha subarrendado, pues destinarlo ocasionalmente a actividades de recreación de terceras personas no puede calificarse como tal; en últimas, pues, no hallaron configuradas las razones que se expusieron para pedir la restitución del inmueble.
Por supuesto que la decisión que adopta un juez en todo litigio tiene que dejar inconforme, por regla general, a una de las partes; pero de allí no se desprende necesariamente que tal pronunciamiento vulnere sus derechos fundamentales; están en juego en una sentencia judicial principios como la autonomía e independencia del juez para tomar sus determinaciones, que impiden, en principio, que respecto de ellas pueda acudirse a la acción de tutela como si se tratara de una instancia adicional, que no lo es, si bien se sabe que se trata de un mecanismo subsidiario que sólo opera en el evento de que una persona carezca de medios de defensa judicial, todos los cuales estuvieron a disposición del demandante en el proceso de restitución.
De manera que ese defecto fáctico que pregona el accionante no se ha dado, porque los jueces valiéndose de la sana crítica y apegados a lo que reflejaban las pruebas en el proceso, les dieron el valor que estimaron pertinente, sin que en sus conclusiones, que valga decirlo fueron disímiles, se observe un error manifiesto o una actuación arbitraria, antojadiza o descabellada; todo lo contrario, sus apreciaciones constituyen una alternativa válida de solución del conflicto que, por serlo, no admite la injerencia del juez constitucional.

Valga traer a colación lo que sobre el particular tiene dicho la jurisprudencia 
:

“5.- La acción de tutela para controvertir interpretaciones judiciales.

La Corte ha sido especialmente cuidadosa de no invadir la órbita de autonomía e independencia de los jueces cuando en el ejercicio de sus funciones deben interpretar el alcance de las normas jurídicas y por ello sobre el punto, en la sentencia T-702 de 2003, esta Sala reiteró que: 

“La acción de tutela no puede convertirse en una instancia adicional para impugnar las decisiones judiciales cuando no se compartan los criterios acogidos por el fallador, porque para tal fin es necesario que se trate de una interpretación irrazonable o al menos incompatible con la Constitución. Pero existiendo un abanico de posibilidades, el operador jurídico, como expresión de su autonomía e independencia, está autorizado para acoger la que estime pertinente.”

Sin embargo, la jurisprudencia ha reconocido que no cualquier tipo de hermenéutica está protegida por el principio de autonomía funcional, pues al menos en dos eventos es posible acudir a la tutela para cuestionar una interpretación judicial
, y son ellos: (i) cuando la posición del juez se refleja como arbitraria, caprichosa o irrazonable, de manera que resulte abiertamente contradictoria con el contenido de la norma cuyo alcance dice fijar; y (ii) cuando la interpretación del juez a pesar de no reflejarse como caprichosa o arbitraria resulta incompatible con la Constitución, evento donde la Corte Constitucional, en su misión de unificar la jurisprudencia, tiene la potestad de fijar el sentido de normas de orden legal  y señalar la hermenéutica que armoniza con los postulados de la Carta Política
. Al respecto, en la sentencia T-100 de 1998, con ponencia del Magistrado José Gregorio Hernández Galindo, la Corporación expone los siguientes lineamientos que luego se han reiterado en los pronunciamientos sobre la materia:

“Sólo las actuaciones judiciales que realmente contengan una decisión arbitraria, con evidente, directa e importante repercusión en el proceso, en perjuicio de los derechos fundamentales, pueden ser susceptibles de ataque en sede constitucional. No así las decisiones que estén sustentadas en un determinado criterio jurídico, que pueda ser admisible a la luz del ordenamiento, o interpretación de las normas aplicables, pues de lo contrario se estaría atentando contra el principio de la autonomía judicial. Debe tenerse en consideración que el juez, al aplicar la ley, ha de fijar el alcance de la misma, es decir, darle un sentido frente al caso. La tarea interpretativa es, por ello, elemento propio de la actividad judicial requerida siempre, a menos que la disposición tenga un único y exclusivo entendimiento, lo cual no solo es infrecuente sino extraordinario.

[...]La vía de hecho -excepcional, como se ha dicho- no puede configurarse sino a partir de una ruptura flagrante, ostensible y grave de la normatividad constitucional o legal que rige en la materia a la que se refiere el fallo. Por tanto, mientras se apliquen las disposiciones pertinentes, independientemente de si otros jueces comparten o no la interpretación acogida por el fallador, no existe la vía de hecho, sino una vía de Derecho distinta, en sí misma respetable si no carece de razonabilidad. Esta, así como el contenido y alcances de la sentencia proferida con ese apoyo, deben ser escrutados por la misma jurisdicción y por los procedimientos ordinarios, a través de los recursos que la ley establece y no, por regla general, a través de la acción de tutela.

[...]Diferente es el caso de la ostensible aplicación indebida de una norma, en cuya virtud se pretende lograr que los hechos quepan en ella, aun contra toda evidencia. Allí puede darse la vía de hecho, como lo ha admitido esta Corte, si por haberse forzado arbitrariamente el ordenamiento jurídico se han quebrantado o se amenazan derechos constitucionales fundamentales” 

Con los presupuestos indicados para la procedencia de la acción de tutela  cuando se acusa una decisión judicial de constituir vía de hecho, la Sala reitera la conclusión que se ha referido en anteriores fallos, en el sentido de precisar que “No toda vía de hecho reúne las características necesarias para incoar la acción referida, porque, para que sea viable requiere no sólo que se afecte un derecho fundamental, sino que además se presente cierta gravedad e inminencia en la vulneración o amenaza.” 
, requisitos que no basta con que sean alegados, sino que deben acreditarse o evidenciarse en cada caso concreto.”
En conclusión, como no aparece evidenciado el defecto que se plantea en el escrito de tutela, no se puede sostener que se infringieron los derechos cuya protección se reclama, lo que da lugar a que el amparo sea negado, como se hará. 
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, NIEGA el amparo impetrado por Carlos Albeiro Toro contra los Juzgados Tercero Civil del Circuito y Octavo Civil Municipal de esta ciudad, a la que fue vinculada la señora Adiela Jiménez Estrada.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                    CLAUDIA MARIA ARCILA RÍOS 









� Sentencia T-052/07


� Sobre defecto sustantivo pueden consultarse las sentencias T-260/99, T-814/99, T-784/00, T-1334/01, SU.159/02, T-405/02, T-408/02, T-546/02, T-868/02, T-901/02, entre otras.


�  Sobre defecto fáctico, pueden consultarse las siguientes sentencias: T-260/99, T-488/99, T-814/99, T-408/02, T-550/02, T-054/03


�  Al respecto, las sentencias SU-014/01, T-407/01, T-759/01, T-1180/01, T-349/02, T-852/02,  T-705/02


�  Sobre el particular, pueden consultarse las sentencias: T-260/99, T-814/99, T-784/00, T-1334/01, SU.159/02, T-405/02, T-408/02, T-546/02, T-868/02, T-901/02


�  En la sentencia T – 123 de 1995, esta Corporación señaló:  "Es razonable exigir, en aras del principio de igualdad en la aplicación de la ley, que los jueces y funcionarios que consideren autónomamente que deben apartarse de la línea jurisprudencial trazada por las altas cortes, que lo hagan, pero siempre que justifiquen de manera suficiente y adecuada su decisión, pues, de lo contrario, estarían infringiendo el principio de igualdad (CP art.13). A través de los recursos que se contemplan en cada jurisdicción, normalmente puede ventilarse este evento de infracción a la Constitución”. Sobre este tema, también la sentencia T – 949 de 2003.


�  Sentencias T – 522 de 2001 y T – 462 de 2003. 


� Sentencia T-388/06





� Cfr. entre otras, las Sentencias T-702 de 2003, M.P., Clara Inés Vargas Hernández ; SU-1185/01, T-085/01, T-555/00, T-1017/99, T-001/99, T-100/98, T-345/96, T-204/98, T-172/95, T-193/95, T-233/95, T-118/95, T-146/95, T-240/95, T-245/94, T-123/96.


� Cfr. Sentencias T-1316/01, SU-1185/01, C-836/01, SU-327/95, T-702 de 2003, entre otras.


� En sentido similar pueden consultarse las sentencias T-765 de 1998, M.P., José Gregorio Hernández Galindo; T-555 de 2000 M.P., Fabio Morón Díaz . y T-085 de 2001 M.P., Alejandro Martinez Caballero; T-702 de 2003, M.P. Clara Inés Vargas Hernández.


� Sentencia T-327 de 1994, M.P.,Vladimiro Naranjo Mesa





9

[image: image3.png]


_1214118482

